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1.​ Observación N° 1 

 
La modificación propuesta constituye un aumento extraordinariamente significativo del 
umbral actualmente vigente, pues implicaría multiplicar por 8 la capacidad de extracción 
necesaria para configurar esta causal de ingreso. No se trata, por tanto, de una modificación 
meramente técnica o de ajuste marginal de los parámetros del Reglamento, sino de una 
alteración sustancial del universo de proyectos mineros que quedarían sometidos a 
evaluación ambiental. La consideración aislada de la capacidad de extracción no constituye 
un indicador suficiente de los impactos ambientales que puede generar el proyecto, la 
relevancia ambiental de estos también dependen de factores como su localización, método 
de explotación, afectación de ecosistemas, generación de residuos, emisiones atmosféricas, 
entre otras. Este cambio además significa un riesgo directo sobre las reservas de agua dulce 
de Chile, considerando que en muchos casos la actividad minera se desarrolla en zona de  
glaciares, afectando directamente sobre el consumo de agua potable para riego, consumo 
humano, sectores productivos, disponibilidad hídrica, entre otros.  
 
La insuficiencia de elevar el umbral resulta especialmente evidente al analizar, por ejemplo, 
sus efectos en la Región de Atacama, territorio en el que la actividad minera posee una 
presencia particularmente significativa. Del análisis realizado, se observa que en la región de 
Atacama un 29% de los proyectos aprobados entre 2015 y 2026 habrían quedado, según el 
nuevo umbral propuesto (40.000 toneladas mensuales de extracción de mineral), sin 
ingresar al SEIA. Es decir, 14 proyectos de extracción minera, de los 49 aprobados entre 
2015 y 2026, no habrían sido sometidos al SEIA.  
 
En base a este ejercicio, se estima que, de aplicarse la modificación propuesta, podría ser 
una cantidad considerablemente alta de proyectos de extracción minera que hacia el futuro 
comenzarán a operar sin ingresar al SEIA, por lo tanto sin procesos de participación, 
evaluación ni compensación.  
 
Esta situación resulta particularmente preocupante desde la perspectiva de la participación 
ciudadana, puesto que la reducción del universo de proyectos sometidos al SEIA implica una 
reducción de las oportunidades institucionalizadas de participación de las personas y 
comunidades potencialmente afectadas por dichos proyectos. Estas oportunidades se 
encuentran amparadas, además, por el Acuerdo de Escazú, vigente en Chile, que reconoce y 
promueve el derecho de la ciudadanía a participar de manera efectiva e informada en los 
procesos de toma de decisiones ambientales. Asimismo, la modificación propuesta puede 
generar un déficit en la identificación y evaluación preventiva de los impactos ambientales 
asociados a proyectos que queden por debajo del nuevo umbral, pues la actividad minera 
puede generar impactos que no guardan una relación lineal con la capacidad de extracción 



 

del mineral, un proyecto minero por debajo de las 40.000 t/mes puede generar impactos 
relevantes dependiendo de las condiciones del territorio donde se emplaza. 
 
En consideración de lo antes mencionado, se considera injustificado y arbitrario el aumento 
del umbral a 40.000 toneladas mensuales, por lo que se solicita mantener el umbral 
actualmente vigente para los proyectos de desarrollo minero, de 5.000 ton/mes de 
capacidad de extracción. En su defecto, se considera que cualquier cambio sobre el umbral 
señalado, debe incluir criterios diferenciados de ingreso según particularidades de cada 
territorio y ubicación de los proyectos (Ver observación N° 3). 
 

2.​ Observación N° 2 
 
Se propone incorporar expresamente en el Reglamento del SEIA una regla que establezca 
que los proyectos de desarrollo minero emplazados en áreas colocadas bajo protección 
oficial o en Sitios Prioritarios para la conservación deberán ingresar al SEIA mediante un 
Estudio de Impacto Ambiental, con independencia de su capacidad de extracción mensual, 
en conformidad con los artículo 10 letra p) y 11 letra d) de la Ley N° 19.300. La regla 
propuesta debería operar como un criterio de prevalencia del emplazamiento por sobre el 
umbral de extracción establecido para los proyectos de desarrollo minero. 
 
El aumento del umbral de 5.000 a 40.000 ton/mes supone multiplicar por 8 la capacidad de 
extracción que gatilla esta causal de ingreso. Sin embargo, la magnitud productiva no 
constituye, por sí sola, un indicador suficiente de la significancia ambiental de una iniciativa. 
Un proyecto de menor escala puede generar impactos relevantes cuando se emplaza en 
ecosistemas particularmente frágiles, áreas protegidas, Sitios Prioritarios o territorios que 
cumplen funciones ambientales esenciales. 
 
Por ello, la modificación reglamentaria debería hacer explícita esta relación, evitando que la 
elevación del umbral genere incertidumbre respecto de la aplicación de las causales de 
ingreso asociadas al emplazamiento. 
 

3.​ Observación N° 3 
 
Se propone establecer umbrales de ingreso al SEIA diferenciados y justificados para 
proyectos de desarrollo minero que se emplacen: i) En zonas declaradas saturadas o 
latentes; ii) En zona de glaciar o periglaciar iii) En cuencas que abastecen sistemas de agua 
destinados al consumo humano y; iv) En cuencas que abastecen actividades de riego. El 
aumento del umbral a 40.000 t/mes no debiera aplicarse indistintamente a todos los 
territorios del país, considerando el contexto de cambio climático que vivimos a nivel global 
y nacional, por lo que se recomienda definir umbrales debidamente justificados según las 
particularidades y vulnerabilidades de cada territorio.  
 
La principal debilidad del nuevo umbral que se propone consiste en mantener una variable 
cuantitativa para determinar la necesidad de evaluación ambiental, sin considerar 
suficientemente las condiciones ambientales del territorio. La exclusión de proyectos del 



 

SEIA puede producir efectos agravados en zonas que hoy ya están saturadas, pues impediría 
evaluar adecuadamente las emisiones de los proyectos mineros. Lo mismo ocurre respecto 
del recurso hídrico, la extracción minera tiene significancia ambiental dependiendo de las 
características de la cuenca, la disponibilidad, los usos existentes y la presión acumulada 
sobre el territorio. En este sentido, la regla propuesta debiera reconocer la vulnerabilidad 
territorial que constituye un factor que justifica un umbral de ingreso menor. 
 
La determinación del umbral específico debería considerar la capacidad de carga del 
territorio, la condición de las cuencas y la existencia de instrumentos ambientales y 
territoriales vigentes. 
 

4.​ Observación N° 4 
 
Se propone incorporar una regla que permita considerar conjuntamente las capacidades, 
obras y efectos de proyectos mineros de un mismo titular, de titulares relaciones o de 
proyectos que se emplacen dentro de una misma unidad geográfica relevante. 
 
Uno de los principales problemas del aumento del umbral consiste en que su aplicación 
puede producir una fragmentación de la evaluación ambiental. La utilización de un umbral 
de 40.000 t/mes aplicado individualmente a cada proyecto minero puede permitir que varios 
proyectos o actividades, desarrollados separadamente permanezcan bajo el límite, aun 
cuando la suma de sus actividades represente una presión considerable sobre un mismo 
ecosistema. Esto resulta particularmente relevante en minería, donde la continuidad 
operacional, ampliaciones, modificaciones o proyectos complementarios pueden 
desarrollarse sucesivamente en un mismo territorio. Por ejemplo, de los 49 proyectos 
mineros aprobados entre 2015 y 2026 en la Región de Atacama, 23 son iniciativas asociadas 
a operaciones mineras existentes y a sus ampliaciones, optimizaciones y continuidades 
operacionales. 
 

5.​ Observación N° 5 
 
Se solicita eliminar, restringir o reformular sustancialmente la excepción propuesta para 
proyectos inmobiliarios emplazados en zonas que cuentan con un Plan de Prevención o de 
Descontaminación Atmosférica vigente, de manera que la existencia de un programa de 
compensación de emisiones no opere, por sí sola, como fundamento suficiente para excluir 
un proyecto del SEIA. 
 
La excepción que se propone resulta particularmente problemática desde una perspectiva 
ambiental porque la existencia de un Plan de Prevención o de Descontaminación Atmosférica 
no constituye evidencia de que el territorio tenga capacidad para absorber nuevas presiones 
ambientales. Por el contrario, la existencia de un Plan de Prevención o de Descontaminación 
demuestra que se trata de territorios que presentan una condición de calidad del aire que ha 
requerido la adopción de medidas. Por tanto, existe una contradicción entre utilizar la 
existencia de un instrumento destinado a enfrentar una situación de deterioro ambiental 
como presupuesto para flexibilizar el ingreso al SEIA. 



 

 
6.​ Observación N° 6 

 
Se solicita no aumentar los umbrales establecidos para las plataformas de sondaje asociadas 
a actividades de exploración minera, manteniendo los límites actualmente vigentes, toda vez 
que la propuesta contempla elevarlos entre las Regiones de Arica y Parinacota a Coquimbo 
de 40 a 160 plataformas y, de las Regiones de Valparaíso a Magallanes de 20 a 40 
plataformas. Un aumento de esta magnitud puede excluir del SEIA actividades de 
exploración de una escala considerable, sin que el número de plataformas constituya, por sí 
solo, un indicador suficiente de la significancia de sus impactos. Los efectos de las 
perforaciones dependen también de su localización, superficie intervenida, habilitación de 
caminos, utilización de agua, intervención del subsuelo, generación de residuos y emisiones, 
así como de la existencia de otros proyectos o actividades en el territorio. 
 
En su defecto, de mantenerse los aumentos propuestos, se propone establecer umbrales 
diferenciados según la vulnerabilidad ambiental del territorio, particularmente para 
actividades desarrolladas en zonas declaradas saturadas o latentes, cuencas que abastecen 
sistemas de agua para consumo humano o riego, territorios con estrés o escasez hídrica, 
zonas expuestas a riesgos naturales o ambientales, y áreas con ecosistemas especialmente 
sensibles o sujetos a protección oficial, como zona de glaciares o de alto valor ambiental. 
Asimismo, se solicita considerar conjuntamente las plataformas asociadas a proyectos del 
mismo titular, titulares relacionados o iniciativas funcional y territorialmente vinculadas, 
evitando la fragmentación de actividades de exploración y asegurando que sus efectos 
acumulativos puedan ser adecuadamente identificados y evaluados. 
 

7.​ Observación N° 7 
 
Incorporar la experiencia territorial y las cargas ambientales históricas como criterio para 
determinar la vulnerabilidad del territorio. Se propone que la determinación de umbrales 
diferenciados de ingreso al SEIA no considere únicamente variables biofísicas o 
administrativas del territorio, sino también la existencia de cargas ambientales históricas y la 
experiencia acumulada de las comunidades que habitan las zonas donde pretenden 
emplazarse los proyectos. 

La vulnerabilidad de un territorio no puede determinarse exclusivamente a partir de 
parámetros como disponibilidad hídrica, calidad del aire o existencia de áreas oficialmente 
protegidas. Existen territorios que durante décadas han concentrado actividades mineras, 
industriales, inmobiliarias o de infraestructura y cuyas comunidades han experimentado 
directamente sus externalidades ambientales y sociales. 

Esa experiencia territorial constituye una fuente relevante de información para identificar 
impactos que pueden no ser suficientemente capturados por indicadores generales o por el 
análisis individual de cada proyecto: disminución o cambios en la disponibilidad de agua, 
polvo y emisiones, ruido, tránsito de vehículos pesados, pérdida o transformación de 
actividades productivas locales, afectación de lugares de significación cultural, 
transformación del paisaje y deterioro progresivo de los sistemas de vida. 



 

Se solicita que la definición de umbrales y criterios de ingreso considere la carga 
ambiental histórica y acumulada del territorio, incluyendo antecedentes provenientes 
de comunidades locales, organizaciones territoriales, municipios y otros actores que 
mantengan conocimiento directo y prolongado de las condiciones ambientales del lugar. 

Un territorio que ya ha soportado múltiples externalidades no debiera quedar sujeto al 
mismo umbral que otro que no presenta esas presiones. Por el contrario, la existencia de 
cargas ambientales acumuladas debe constituir una razón para aplicar un estándar 
preventivo mayor y, cuando corresponda, umbrales de ingreso al SEIA más exigentes. 

8.​ Observación N° 8 
 
Se solicita eliminar y reevaluar las medidas planteadas como contraparte a la exención a la 
evaluación de determinadas actividades. 
 
Las modificaciones propuestas en el anteproyecto van en directa contradicción con la 
motivación y los antecedentes señalados por el Ministerio del Medio Ambiente, toda vez que 
en el considerando número 7. indica expresamente que el objetivo es “que el ingreso al SEIA 
cumpla con eficacia su rol predictor de proyectos y actividades susceptibles de causar 
impactos ambientales, específicamente en materia de proyectos inmobiliarios y de desarrollo 
minero.”. La exención de ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental implica 
restar la posibilidad de emplear al SEIA como el mecanismo que se dedica a predecir y 
evaluar los impactos ambientales de las actividades descritas en el anteproyecto, pues es 
precisamente el SEIA el instrumento idóneo para la predicción de dichos impactos.  
 
Las alternativas propuestas como reemplazo a la exención de evaluación ambiental (a saber, 
contar con PPDA, o contar con RCA favorable previa) no constituyen una expresión de la 
evaluación de impactos, sino que son instrumentos regulatorios con fines diversos a los que 
tiene el SEIA. Ninguna de estas medidas descritas en el anteproyecto tiene la idoneidad para 
evaluar ex ante el impacto ambiental de las actividades excluidas, sino que responden a 
instrumentos que se hacen cargo de impactos ya generados con anterioridad al 
planteamiento del proyecto. De este modo, se le resta operatividad al SEIA en la evaluación 
del impacto ambiental excluyendo de su alcance actividades cuyos impactos no están 
suficientemente descritos ni registrados. 
 

9.​ Observación N° 9 
 
Se solicita eliminar la expresión “predial intervenida” en el inciso 1 de la letra a) y mantener 
la expresión “superficie” vigente en el literal h.1.3. del artículo 3° del Reglamento del SEIA. 
 
La modificación propuesta implica que, sin realizar modificaciones al proyecto, se alterará 
disminuyendo la base de cálculo de una de las alternativas de exención de evaluación 
ambiental, debido a que de la superficie total que comprende el proyecto inmobiliario 
(inferior a 14 ha) se podrá deducir del cómputo áreas que el titular del proyecto declare 
como no intervenidas. Esto se traduciría en eliminar del cómputo de la superficie áreas 
verdes, áreas de vialidad, superficies reservadas para etapas futuras del proyecto 



 

inmobiliario, entre otras, las cuales siguen siendo áreas comprendidas en el proyecto 
inmobiliario y sujetas a los permisos correspondientes y en las que se desarrollará la 
actividad susceptible de generar impactos ambientales. 
 
Esto dejaría en manos del titular la definición de los elementos que comprenderán el (no) 
ingreso a la evaluación ambiental, debido a que la determinación del área que comprende el 
proyecto inmobiliario quedaría a discreción del titular sin ningún instrumento de control ex 
post de aquella determinación, lo cual disminuye el estándar de protección ambiental. 


